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US$3,8 millones pagó el Ministerio de Justicia a la empresa estadounidense Altegrity para que ejecutara una completa reingeniería al obsoleto sistema penitenciario. El trabajo incluía diseñar y poner en marcha cuatro nuevos penales. Sólo ese ítem tuvo un costo de US$1,2 millón, pero no se concretó porque Justicia fue incapaz de construir las cárceles en el plazo acordado. Aún así, Altegrity efectuó un crudo y detallado diagnóstico de las fallas de Gendarmería y del consiguiente despilfarro de recursos públicos. Sus duras críticas fueron la base de la propuesta que hoy está aplicando el gobierno para modernizar las cárceles. 

El lunes 8 de noviembre de 2010 el fútbol y la delincuencia monopolizaban las conversaciones de los chilenos. El fútbol, por el sabroso desenlace del superclásico que Colo Colo había igualado en los descuentos y porque en la víspera el Presidente Sebastián Piñera por primera vez se mostró dispuesto a vender sus acciones de Blanco y Negro, tras asegurar que no había intervenido en la elección de la ANFP que originó la renuncia de Marcelo Bielsa. Y la delincuencia, porque aún se comentaba el escalofriante asalto que la semana anterior sufrió una familia de La Dehesa. Siete sujetos escalaron un muro y sorprendieron a los moradores cenando. La banda operó con aguda violencia y huyó con especies avaluadas en $25 millones, después de apuñalar a un chico de 14 años en un muslo.

Ambos temas complicaban a un gobierno que apenas llevaba instalado siete meses y cuya popularidad comenzaba a descender. Pero lo del incremento de la delincuencia era una carrera de fondo que el propio Presidente había escogido al prometer clausurar “la puerta giratoria de la justicia” cuando la opinión pública pedía “mano dura”. Quizás por eso, la ceremonia que ese mismo lunes 8 de noviembre se desarrolló en el Ministerio de Justicia pasó casi inadvertida. El entonces ministro Felipe Bulnes firmó un contrato que parecía avanzar a contramano de los intereses de la ciudadanía: mejorar la calidad de vida de los 54.789 reclusos de las más de 80 cárceles del país.

Bulnes debía resolver si seguía adelante con el programa de construcción de cárceles concesionadas iniciado bajo la administración de Ricardo Lagos. Para ello, dispuso el pago de US$3,8 millones (más de $1.800 millones) a la empresa estadounidense Altegrity Risk International a objeto de que ésta propusiera la mejor fórmula para la modernización del obsoleto sistema penitenciario. La adjudicación se hizo por “trato directo”, sin licitación, bajo el argumento de que nadie más en el mundo gozaba del prestigio de la consultora escogida, cuyo presidente es William J. Bratton, ex jefe de la policía en Nueva York y Los Ángeles. El encargado del área penitenciaria de Altegrity, empresa con experiencia en más de 30 penales de Estados Unidos y en diversos países, es Michael Berkow, ex jefe de la policía de Los Ángeles.

“No existen otros proveedores que cumplan con los requerimientos de conocimiento especializado y experiencia de la compañía seleccionada”, se indicó en el primero de los dos contratos suscritos con Altegrity. A pesar del monto involucrado, la ceremonia en la que se firmó el convenio contó con escasa cobertura de prensa. La condición infrahumana en que vivían los presos, sencillamente no importaba a los chilenos.

Exactamente un mes después, el principal tema de conversación de los ciudadanos fue la deplorable situación de los reclusos. El 8 de diciembre de 2010 fue un feriado amargo. Ese día el país madrugó enfrentado a las imágenes de la peor tragedia en su historia penitenciaria. Un incendio consumió los últimos pisos de una de las torres de la Cárcel de San Miguel. Hacinados en celdas colectivas, 81 internos murieron carbonizados o asfixiados, tras implorar a gritos por una ayuda que nunca llegó.

Siete meses más tarde, en junio de 2011, la asesoría que había contratado el ministro Bulnes entregó su primer diagnóstico sobre el sistema penitenciario. Sus conclusiones fueron un mazazo para Gendarmería. Una de ellas explica por qué nada funcionó para impedir el drama en San Miguel: “Existe muy poca seguridad en las cárceles debido a que el personal de Gendarmería no hace cumplir las normativas, no implementa prácticas de seguridad penitenciaria básica y no hace cumplir las normas de higiene y limpieza (…). Y lo que es más grave, Gendarmería no cuenta con un modelo o plan estandarizado para el mantenimiento de los establecimientos, ni con ningún mecanismo de auditoría para garantizar que se lleven a cabo estas funciones críticas”.

Altegrity fue contratada por el ministro Bulnes para llevar a cabo la asesoría en tres ejes de trabajo: un detallado diagnóstico del sistema penitenciario; un plan para redefinir por completo la infraestructura carcelaria, los sistemas operativos y los programas formativos de Gendarmería; y, finalmente, diseñar cuatro penales que se construirían bajo el gobierno de Sebastián Piñera, los que en sus primeros meses de funcionamiento serían supervisados por la misma consultora.

El oneroso desembolso de recursos públicos se justificaba por lo monumental de la tarea encomendada. Una de las asesorías más caras de las que tengan memoria los funcionarios de la cartera culminó recién en mayo de este año, pero los objetivos propuestos, de acuerdo con la investigación realizada por CIPER, no se completaron.

De los tres ejes, sólo se cumplió de forma íntegra con el primero, el segundo se desarrolló de manera parcial y el tercero quedó en nada, debido a que el Ministerio de Justicia no pudo cumplir con la meta de inaugurar las cuatro cárceles previstas. Sólo dos de estos penales -uno en Atacama y otro en Maule- siguen en carpeta, pero recién en la etapa final de la licitación de su diseño.
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El ambicioso plan del ministro Bulnes chocó primero con la burocracia, que ralentizó los procesos de búsqueda y compra de terrenos; y luego con protestas ciudadanas y decisiones de autoridades comunales que impidieron la instalación de cárceles en Alhué y Santiago Centro (ver recuadro).

Actualmente se encuentran en operación siete penales concesionados y el octavo (Antofagasta) está en marcha blanca. El costo de construcción de estas cárceles supera los US$100 millones y la asesoría de Altegrity determinó que la alta inversión se debe a que esos penales se habían edificado con exigentes normas de seguridad, en circunstancias que los reclusos chilenos son en su mayoría de baja y media peligrosidad. La consultora determinó que Gendarmería clasifica mal a los internos, asignándoles niveles de riesgo superiores a los reales, lo que genera el despilfarro de recursos públicos en la edificación de penales más caros.

CARRERA CONTRA EL RELOJ

Aunque el diagnóstico realizado por Altegrity es el estudio más completo y descarnado sobre las graves falencias del sistema penitenciario, lo cierto es que el balance final indica que se pagó por un trabajo que quedó incompleto. Según se señala en el contrato, sólo el fallido ítem referido a poner en marcha cuatro cárceles bajo un nuevo sistema operativo tuvo un costo de US$1,2 millón.

Igual de preocupante, o aún más, es que todas las propuestas de Altegrity para generar un plan maestro penitenciario y un manual operativo para Gendarmería, corren el riesgo de convertirse en una ruma de papeles inútiles si el próximo gobierno las desestima. Para evitar que los $1.800 millones invertidos se apunten en la columna de las pérdidas, el proyectado plan maestro debe estar listo y operando -aunque sea en calidad de piloto- antes de marzo próximo, de tal forma que las futuras autoridades no puedan, o les resulte difícil, poner marcha atrás.
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La actual ministra de Justicia, Patricia Pérez, indicó a CIPER que su objetivo es que el plan maestro que recoge las propuestas de Altegrity esté listo en diciembre. No obstante, el coronel Christian Alveal, jefe de gabinete del director nacional de Gendarmería, señaló a CIPER que es poco probable que se cumpla esa meta: “(El plan maestro) tenemos que estudiarlo en forma detallada, pero sería una irresponsabilidad tremenda que le dijera que en diciembre estamos en condiciones de ponerlo en marcha”.

Alveal indicó también las razones de la demora:

-Nosotros, como institución, tenemos una mirada que puede ser concordante, pero, como toda propuesta, está sujeta a los ajustes que podamos hacerle.

De hecho, Gendarmería ya desestimó la reforma sugerida por Altegrity a los métodos de formación de los gendarmes. De esta manera, la última palabra sobre la pertinencia de las propuestas elaboradas por una consultora que el ministerio calificó como única en el mundo y a la que se le pagaron casi cuatro millones de dólares, la tendrá Gendarmería, la misma institución cuyas prácticas fueron demolidas por el diagnóstico de Altegrity.

DIAGNÓSTICO LAPIDARIO

Los servicios que debía prestar Altegrity al Ministerio de Justicia quedaron plasmados en dos contratos. El primero fue por la elaboración del diagnóstico, tarea que le reportó US$275 mil (poco más de $130 millones). El segundo contrato fue por US$3,6 millones y consideró la elaboración de un plan maestro penitenciario, reformular los cursos de formación de gendarmes y, por último, diseñar y poner en marcha los cuatro penales que no se concretaron.

La etapa de diagnóstico se desarrolló entre noviembre de 2010 y junio de 2011. Sus conclusiones dejaron a Gendarmería desnuda sobre el escenario. Los especialistas estadounidenses recorrieron los más de 80 penales del país y desde el inicio se toparon con situaciones increíbles.

-Una de las primeras cosas que hicieron fue preguntar a Gendarmería cuántos presos había en Chile. La respuesta fue un desastre. Distintas instancias (dirección nacional, direcciones regionales y las unidades penales) les entregaron números diferentes. Ahí vieron que no había siquiera un buen sistema para medir la capacidad de las cárceles ni cuántos internos había en ellas. Fue un parto que Gendarmería pudiese decir en este momento hay tantos reclusos en Chile, tantos en esta cárcel y tantos en esta otra -recuerda Sergio Arévalo, ex coordinador del Área de Modernización del Sistema Penitenciario del Ministerio de Justicia, que actuó como contraparte técnica de Altegrity.

A tal nivel llegó la desprolijidad estadística de Gendarmería, que la consultora se eximió de responsabilidad en caso de que hubiese errores en las cifras y en su informe expuso que le resultaba sorprendente que no se contara con algo tan básico como lo es un sistema de estadísticas nacional, digitalizado y estandarizado.

El diagnóstico resultó un conjunto lapidario, completo y preciso, que desmenuzó el sistema y acusó procedimientos anacrónicos.

Altegrity recomendó tomar con extrema urgencia medidas correctivas drásticas, pues de lo contrario estimó que Chile estará condenado a seguir reproduciendo un panorama desolador: gasto fiscal excesivo en la construcción de cárceles que no responden al perfil promedio de los reclusos, porque se edifican con altos estándares de seguridad cuando cerca del 80% de los reos son de peligrosidad media o baja; escaso mantenimiento de la infraestructura de las unidades; mal sistema de clasificación y segregación de los presos; altos niveles de hacinamiento; casi nula rehabilitación; sistemas operativos de Gendarmería no estandarizados y formación inadecuada del personal de prisiones.

El índice que mejor expresa esta crisis sistémica es la sobrepoblación penal, que bordeaba el 60% cuando Altegrity hizo su estudio, con 54.789 reclusos en recintos con capacidad para 37 mil. El alarmante hacinamiento, precisó la consultora, en parte se debe a que los internos “son encarcelados en instalaciones diseñadas y construidas deficientemente, las cuales resultan inapropiadas para cumplir con las necesidades operativas o de seguridad”.

La asesoría identificó que se opera con un concepto regional en el diseño de las cárceles y no con uno de tipo nacional, lo que ha originado la multiplicación de pequeños penales que son más caros de mantener. De las más de 80 cárceles en funcionamiento, hay 23 con menos de 100 internos y 60 con menos de mil. Esto se contrapone al diseño moderno de penales, que por lo general albergan 2 mil internos o más.

Altegrity puntualizó que la seguridad penitenciaria se ha basado principalmente en que cada cárcel esté rodeada de un muro perimetral, custodiado por personal armado: “El foco de interés está sólo en el cercamiento”.
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Este concepto de supervisión indirecta -donde los gendarmes están más preocupados de vigilar los perímetros que de lo que ocurre adentro-, facilita que impere la ley del más fuerte entre los internos y que se incremente la contaminación criminógena de los reclusos. Eso se potencia porque se ha tolerado que los internos establezcan divisiones precarias del espacio (con frazadas, por ejemplo) o que cuelguen ropa, lo que obstaculiza la vigilancia directa. También se les permite cocinar, por lo que reciben “encomiendas” que facilitan el ingreso de artículos o sustancias prohibidas y tienen acceso a combustible -como balones de gas-, lo que incrementa el riesgo de incendio y agresiones, tal como sucedió en San Miguel.

En muchos casos, constató la consultora, “los internos deciden quién puede vivir en ciertas unidades de habitación, lo que establece un sistema de castas y usurpa la autoridad”. Uno de los penales donde los expertos observaron esto fue en Puente Alto, donde el personal que los acompañaba “manifestó que los prisioneros sólo permitían que se trasladara a determinados reclusos a su piso”, consigna el informe.

La asesoría destacó que “históricamente” no han existido manuales de políticas ni procedimientos estándar para gestionar bien el sistema, por lo que muchas decisiones quedan libradas a la autoridad de turno en cada unidad penal.

MALA CLASIFICACIÓN DE INTERNOS

Altegrity también constató la ausencia de un elemento fundamental: una clasificación apropiada de los internos según su peligrosidad, para ubicarlos en recintos con niveles de seguridad adecuados para ellos.

Un buen sistema de clasificación es vital para tomar decisiones fundamentales, como determinar si se necesita construir cárceles de seguridad alta, media o baja (lo que implica diferencias significativas en el presupuesto de edificación); establecer la dotación de gendarmes que requiere una unidad y hasta los planes de educación y trabajo para los reos.

Luego de analizar el sistema de clasificación chileno, Altegrity emitió un juicio brutal: “Absolutamente deficiente. Si bien Gendarmería cuenta con un plan por escrito para la clasificación, este plan difiere de las mejores prácticas reconocidas”.
La consultora dio cuenta de que los internos son clasificados mediante un mecanismo subjetivo y desfasado, diseñado en la década de los ‘80. Algunos de los parámetros que se utilizan para determinar la peligrosidad son: tatuajes, lenguaje vulgar, delito cometido y duración de la pena. A diferencia de lo que ocurre hoy en Chile, los sistemas de clasificación modernos son capaces de detectar que un interno de apariencia formal y lenguaje correcto, condenado a una pena baja por un delito menor, puede ser altamente agresivo; mientras que un sentenciado por asesinato puede ser una persona que cometió el crimen de manera circunstancial y es poco probable que desarrolle conductas violentas.

Esta deficiente clasificación se refleja en la gran cantidad de presos considerados de alta peligrosidad en el sistema. De una población penitenciaria de 54.789 personas, más de 12 mil están en la categoría de máximo riesgo (22%). Altegrity contrastó estos resultados con los de sistemas correccionales basados en las mejores prácticas de clasificación, donde sólo entre el 5% y el 7% se ubica en ese nivel.
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La asesoría también detectó unos 15 mil internos de baja peligrosidad ubicados en instalaciones de máxima seguridad. En un sistema moderno, esos reos estarían en celdas tipo dormitorio colectivo, algunas de ellas en entornos sin protección de seguridad. Esto origina, según estableció la consultora, que el Estado gaste irracionalmente sus recursos para construir principalmente cárceles de seguridad media, con gruesos perímetros de concreto, para custodiar presos de bajo riesgo.

Un buen programa de clasificación, aseguró la consultora, arrojaría que la mayoría de los internos chilenos son de media y baja peligrosidad y que requieren recintos de menor costo y sin perímetros de alta seguridad.

Si el sistema que usa Gendarmería ya es deficiente, la consultora constató que la situación se agrava porque los internos “están mezclados sin tener en cuenta su clasificación (…). Esto fue claramente puesto de manifiesto en el incendio de San Miguel, en el que murieron internos de todo tipo”.

De los cuatro penales que se iban a construir bajo este gobierno, Altegrity modeló tres de ellos para albergar internos de baja y media peligrosidad, reservando el cuarto para que operara únicamente como un centro de clasificación y distribución de los reclusos que ingresan al sistema. Por tal razón, el diseño propuesto por la consultora requiere menos inversión en sistemas de seguridad y sus costos de edificación resultan inferiores a los de penales concesionados. Según informó la ministra Pérez, la última cárcel concesionada integrada al sistema, en Antofagasta, significó una inversión de US$140 millones. Con ese monto, aseguró, se construirían dos de las unidades propuestas por Altegrity.

LOS PRESOS DEBEN TRABAJAR

El informe de la consultora estableció que el sistema judicial es altamente punitivo y castigador, a la inversa de la tendencia moderna que sanciona sin encierro los delitos de “mal comportamiento” (contra la propiedad y no contra las personas). Para ilustrar, comparó el tipo de delitos cometidos por quienes cumplen penas de cárcel en Estados Unidos y en Chile. Mientras acá la mayoría está recluido por ilícitos menos violentos (contra la propiedad), en Estados Unidos el grueso está encerrado por delitos violentos (contra personas).

En Chile, señaló el informe, las condenas de encierro por delitos contra la propiedad superan a las originadas por crímenes contra personas en una proporción de 6 a 1. A la inversa, en Estados Unidos las sentencias de cárcel por delitos violentos exceden a las de ilícitos contra la propiedad por 3 a 1.

Respecto de la rehabilitación y reinserción de los reclusos, Altegrity expuso que los resultados del sistema son casi nulos debido a una falla de origen: “La gran mayoría de los internos no hace nada: no trabaja, no estudia ni aprende un oficio. Están almacenados en la cárcel mientras esperan el final de su sentencia”. En todo el sistema encontraron que sólo un 40% de los internos participaba de algún programa de trabajo y/o estudio.

[image: image5.jpg]


Para la consultora, el modelo opera con la lógica de encerrar a los presos y evitar su fuga, siendo la vigilancia y seguridad las funciones más importantes. Esta visión, añade su informe, deja de lado entregar herramientas para que los internos se rehabiliten. Su recomendación es que los reclusos trabajen, estudien y aporten a la mantención del establecimiento: “Un simple almacenamiento de personas es costoso y la evidencia demostró que es muy poco probable que produzca cambios de conducta”.
Si bien los expertos observaron que en algunos penales se capacita a internos, criticaron que “históricamente no se han desarrollado políticas, procedimientos estándar ni prácticas. Los asesores no pudieron obtener programas, planes de estudio de capacitación o programas de clases educativas de las cárceles”.
Sobre la preparación de los gendarmes, Altegrity resaltó que sólo tienen formación inicial, por lo que a largo de su carrera sus conocimientos pueden quedar obsoletos. Por eso, sugirió programas de formación continua, capacitación en el trabajo, especialización para tareas únicas específicas y que los ascensos y asignaciones con nuevas responsabilidades sean mediados por cursos que habiliten a los funcionarios para el cambio de labores.

A pesar de la contundencia del diagnóstico, Gendarmería ya desestimó las recomendaciones de Altegrity para modificar la formación de los gendarmes. La consultora proponía cursos cortos y de orientación práctica para que, cada cuatro meses, egresaran de la Escuela de Gendarmería funcionarios especializados en tareas concretas. Pero, la institución optó por reformular la malla curricular en sentido inverso: homologarla a un instituto profesional, con contenidos más académicos, para acceder a una posible acreditación. Para ello, contrató al ex presidente de la Comisión Nacional de Acreditación (CNA), Luis Eugenio Díaz, actualmente procesado por soborno, cohecho y lavado de activos.

Díaz fue contratado por instrucciones del ministro Teodoro Ribera, sucesor de Bulnes. Ribera es uno de los controladores de la Universidad Autónoma y socio del instituto profesional Incacea, entidades que debían ser acreditadas por Díaz en la CNA. De hecho, la acreditación de Incacea fue abordada por la CNA cuando Díaz estaba trabajando para Gendarmería. Por estos vínculos, Ribera terminó renunciando al gabinete en diciembre de 2012.

Por último, Altegrity fue taxativa respecto de la necesidad de que Gendarmería tenga un “Manual de Operaciones”, con políticas y procedimientos estandarizados. Su informe indica que “la capacitación actual simplemente no se relaciona con los conocimientos, las habilidades y las capacidades que necesitan los agentes penitenciarios”.

El error de cálculo del ministro Bulnes

En los nueve meses que mediaron entre que asumió como ministro de Justicia y el incendio en San Miguel, Felipe Bulnes ya había visitado varios penales. Antes de que esa tragedia conmocionara al país, él ya había experimentado “una sensación de angustia e impotencia” -como lo describió en una entrevista- por las condiciones de los reclusos. Lo que más le impactó fueron las imágenes de la ex Penitenciaria, cuyas galerías recorrió varias veces.

-Uno no sale siendo la misma persona, porque la realidad es muy fuerte -dijo a Qué Pasa, justo un día antes de que el penal sanmiguelino se convirtiera en la puerta del infierno.

Bulnes resolvió poner sobre la mesa US$3,8 millones para contratar a Altegrity. Su plan era que la consultora elaborara un nuevo sistema operativo penitenciario, además de diseñar cuatro penales que se construirían en este gobierno y asesorar la puesta en marcha de esos recintos.

Felipe Bulnes ya no estaba en Justicia cuando se hizo evidente que su plan de construir cuatro nuevas cárceles había fracasado. Dejó la cartera en julio de 2011 para asumir como ministro de Educación y luego, en enero de 2012, fue designado embajador en Estados Unidos. Sus ex subalternos apuntan a que actuó con voluntarismo.

A tal nivel llegó la falta de realismo del ministro, o su desconocimiento de los intrincados procesos de la administración pública, que estaba convencido de que durante este gobierno iba a desocupar la ex Penitenciaria, demolerla y construir en ese terreno una unidad diseñada por Altegrity.

-Algo que nunca se anunció públicamente, pero que el ministro nos conversó en reiteradas oportunidades, era alcanzar el objetivo de cerrar la ex Penitenciaria. Cuando en el contrato (con Altegrity) se habla de construir un Centro de Derivación y Clasificación de reclusos, se está hablando de eso. Una vez desocupada la ex Penitenciaría, se demolería y en su lugar se construiría ese centro -señaló Sergio Arévalo, ex coordinador del Área de Modernización del Sistema Penitenciario del Ministerio de Justicia.

La actual ministra, Patricia Pérez, quien se desempeñó como subsecretaria de Bulnes, lo defiende: “Me consta que, desde el día uno, recorrió las cárceles y tomó el tema como un asunto súper personal. A mí me motivó mucho su compromiso. Y dejó sentadas las bases para un cambio que va a tener que llegar algún día”.

Respecto de si Bulnes pecó de voluntarismo, la ministra dijo: “Me parece que es una responsabilidad mínima, antes de invertir en un sistema de concesiones que implicaba un costo de US$100 millones por cárcel, gastar un 0,5% de ese presupuesto en repensar qué se va a hacer y en qué condición nos encontramos. La decisión del ministro fue acertada, porque, más allá de la infraestructura, hacía falta tener un paradigma más global sobre el sistema penitenciario”.



Reforma al sistema penitenciario II

El ambicioso plan para reformar las cárceles que el gobierno ya puso en marcha

Por: Gabriel Álvarez y Pedro Ramírez en Reportajes de investigación Publicado: 29.08.2013
http://ciperchile.cl/2013/08/29/el-ambicioso-plan-para-reformar-las-carceles-que-el-gobierno-ya-puso-en-marcha/
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El Ministerio de Justicia inició la reforma penitenciaria basado en la propuesta de la consultora Altegrity: 108 políticas para estandarizar procedimientos de Gendarmería, mejorar la clasificación de reclusos y construir penales de baja seguridad. Un plan piloto será aplicado en cuatro cárceles. La asesoría colisionó con el eslogan de cerrar “la puerta giratoria” al recomendar penas alternativas para reducir el hacinamiento: el gobierno indultó a 6.616 internos, simplificó el trámite de libertad condicional -beneficiando a 2.276 personas en 2012- y dispuso penas sustitutivas para condenas cortas. 

El primer día de agosto fue el último en la vida del subteniente de Carabineros Daniel Silva. Cuando intentaba repeler un asalto a la sucursal de la Caja de Compensación Los Héroes en Macul, recibió un impacto de bala en la cabeza. Dos de los tres asaltantes fueron detenidos. Además de la trágica muerte del policía de 27 años, lo que causó consternación fue que los dos sujetos arrestados habían sido condenados a penas de cárcel y estaban en libertad en virtud de los beneficios que les concedió Gendarmería.

José Miguel Muñoz Parada (45) fue condenado a 15 años por robo con violencia y homicidio. Debía quedar en libertad en 2015, pero en diciembre pasado se le otorgó la salida diaria, la que quebrantó en marzo cuando ya no volvió a dormir a la cárcel. Jaime Jorquera Ibarra (49) cumplía su condena en enero de 2014, pero estaba libre gracias a una reducción de la pena. Los beneficios de los que ambos delincuentes gozaban reavivaron la dura crítica contra la llamada “puerta giratoria”. El debate posterior dejó en evidencia la contradicción entre el principal eje de la campaña que llevó a Sebastián Piñera a La Moneda y las políticas que su Ministerio de Justicia comenzó a implementar en 2012. Ese año se multiplicaron los beneficios de excarcelación y penas alternativas al encierro.
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Asumiendo las propuestas de la millonaria asesoría realizada por la consultora estadounidense Altegrity Risk International, contratada en 2010 por el ministro de Justicia de la época, Felipe Bulnes, este gobierno se convirtió en el que más ha excarcelado en las últimas dos décadas. En junio de 2012 dictó un indulto general para 6.616 reclusos, simplificó los trámites para obtener la libertad condicional, expediente por el cual sólo el año pasado fueron beneficiadas 2.276 personas, y comenzó a aplicar penas alternativas a los condenados a menos de 360 días de cárcel.

La consultora Altegrity fue contratada para realizar una reforma radical al sistema penitenciario chileno, trabajo que desarrolló entre noviembre de 2010 y mayo de 2013. En su crudo diagnóstico (ver el primer reportaje de esta serie), no sólo criticó las graves fallas de Gendarmería, sino que cuestionó el perfil “castigador” de la justicia chilena, pues sostuvo que hace un uso excesivo de las condenas que privan de libertad. Altegrity estableció que la mayor parte de los reclusos han cometido delitos menos violentos (contra la propiedad y no contra las personas) y abogó por la aplicación de penas alternativas para estos ilícitos, argumentado que así ocurre en los países con las mejores prácticas penitenciarias.

Así como el Ministerio de Justicia ya comenzó a aplicar la propuesta de Altegrity para reducir el hacinamiento endémico de las cárceles chilenas, a través de beneficios y penas sustitutivas, ya están en ejecución varias de las recomendaciones de la consultora. La principal: un plan piloto que se llevará a cabo en cuatro penales ya seleccionados, la adopción de un nuevo sistema de clasificación y segregación de los reclusos y la creación de un “Manual Operativo” para el trabajo diario de Gendarmería.

EL DESPILFARRO DE LAS CÁRCELES CONCESIONADAS

Apenas se instaló el gobierno de Sebastián Piñera, su ministro de Justicia, Felipe Bulnes, abordó un tema urgente: seguir con el programa de construcción de cárceles concesionadas, inaugurado bajo la Presidencia de Ricardo Lagos, o devolver al Fisco la responsabilidad de edificar penales. El alto costo de cada unidad construida bajo concesiones (más de US$100 millones por cárcel) y los litigios con sociedades que se las habían adjudicado, ponían en duda su continuidad. Por eso, Bulnes pidió cifras y revisó los informes sobre el sistema carcelario preparados por la fiscal de la Corte Suprema, Mónica Maldonado, que año tras año describían los horrores de un mundo que la mayoría de los chilenos prefiere no mirar.
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En julio de 2010, sólo cuatro meses después de haber asumido la testera del ministerio, Bulnes viajó a Nueva York y se entrevistó con ejecutivos de Altegrity, reconocida por su experiencia en el rubro. Volvió con la convicción, inoculada por los expertos estadounidenses, de que la modernización del sistema no se reducía a construir más cárceles. Entusiasmado, decidió contratar a Altegrity y pagarle US$3,8 millones (unos $1.800 millones), para que realizara un diagnóstico del sistema, reformulara las políticas operativas de Gendarmería y actualizara la formación del personal de prisiones.

La modernización que se le encargó a Altegrity incluía una innovación clave: el diseño de cuatro nuevas cárceles que se edificarían bajo el gobierno de Sebastián Piñera y cuya puesta en marcha debía ser supervisada por la consultora. Sería allí donde los expertos estadounidenses probarían sus propuestas, las que quedarían plasmadas en un “plan maestro” exportable al resto de los penales del país.

La asesoría terminó en mayo de este año y quedó incompleta, porque el ministerio no fue capaz de concretar a tiempo la construcción de las nuevas cárceles. El resto del programa de trabajo sí se terminó y Altegrity entregó al ministerio 108 políticas destinadas a modernizar la administración de las prisiones y estandarizar el trabajo de Gendarmería.

Las conclusiones de la consultora apuntan a que los problemas endémicos del sistema penitenciario no se solucionarán construyendo más penales, como lo estima el enfoque con que históricamente se ha enfrentado el tema y que dio origen al programa de cárceles concesionadas. Este viraje, avalado finalmente por el gobierno, significó un quiebre con las políticas defendidas por su sector, que tal como lo evidenció un documento de Libertad y Desarrollo de agosto de 2012 insiste en promover la participación del sector privado.

La actual ministra de Justicia, Patricia Pérez, ex subsecretaria bajo las gestiones de Bulnes y de su sucesor, Teodoro Ribera, dijo a CIPER que espera tener estructurado el plan maestro diseñado por Altegrity en diciembre de este año y aplicarlo, a lo menos, como un programa “piloto” antes de que termine este gobierno. Para ello, ya se seleccionaron cuatro penales en los que se implementarán algunas de las principales políticas modeladas por la consultora.

La ministra corre contra el tiempo. Necesita dejar caminando el sistema antes del cambio de gobierno, pues cabe la posibilidad de que las autoridades que debuten en marzo no den continuidad a las propuestas de Altegrity y que la inversión de casi US$4 millones quede en nada.

LA PROPUESTA DE ALTEGRITY

Hasta ahora, la ministra Pérez se ha encargado de avanzar en varias de las sugerencias más importantes elaboradas por la consultora, como la adopción de un nuevo sistema de clasificación y segregación de los reclusos, el reordenamiento de las cárceles según su nivel de seguridad, la estandarización de políticas que antes quedaban a criterio de los autoridades de cada penal y la elaboración de un “Manual de Operaciones” para los gendarmes.

Otras propuestas clave de Altegrity, como la reforma a los procesos formativos y de capacitación de los suboficiales y oficiales de Gendarmería (ítem por el que se pagó US$700 mil a la consultora), fueron completamente desestimadas. La empresa propuso una malla curricular compuesta por cursos de corta duración y de enfoque práctico, para que cada cuatro meses egresaran funcionarios especializados en tareas concretas. Pero, la institución optó por una reforma que homologa la formación que imparte con la que se dicta en los institutos profesionales, similar a lo que ocurre en las escuelas de las Fuerzas Armadas.

Tras lapidar el sistema penitenciario chileno y desnudar las fallas de Gendarmería en la administración de las cárceles, Altegrity entregó su propuesta de cambio e indicó que la siguiente fase debía ser la construcción de nuevas cárceles bajo el criterio de “recintos modelo”. Estos penales, propuso la consultora, deben tener 2 mil o más plazas, a diferencia del concepto que impera actualmente en el sistema, donde hay muchas cárceles pequeñas, lo que incrementa los costos de mantención. De las 80  unidades que actualmente están en operación, 23 tienen  menos de cien internos y 60, menos de mil.

Los nuevos recintos deben fundarse –según Altegrity- “en el concepto de supervisión directa: los agentes penitenciarios estarán siempre en contacto con los internos”, para mantener un efectivo control de lo que ocurre dentro de los penales y así evitar el desarrollo de actividades ilícitas, las agresiones entre internos y el establecimiento de “castas” que “usurpan” la autoridad. Por eso, aconsejó que las nuevas unidades sean de diseño simple, de un piso, para permitir buena visibilidad y un control efectivo por parte del personal.

Además, propuso que en estos recintos se implementen programas de trabajo y/o estudio para el ciento por ciento de los internos, a los que se les deben dar algunas tareas para que se hagan cargo de la mantención del orden e higiene: “La idea de que no hagan nada durante todo el día ya no es una opción en la mayoría de los sistemas penitenciarios”.
El plan sugiere que las nuevas unidades se construyan principalmente con estándares de seguridad mínima, con el fin de diversificar los penales que ya están en funcionamiento, que son en su mayoría de seguridad media. La empresa estadounidense concluyó que resulta urgente construir cárceles de mínima seguridad, de bajo costo y acorde al tipo de internos más numeroso. Según sus estudios, más del 80% de la población penal chilena corresponde a los niveles de peligrosidad bajo y medio, pero una mala clasificación de los reclusos realizada por Gendarmería, que les asigna un rango más alto, ha originado que se construyan penales con estándares de seguridad más rigurosos de lo necesario y por lo mismo más caros, como ocurre con los recintos concesionados.

La consultora advirtió que tras diversificar el estándar de seguridad de los penales, es necesario contar con un sistema de clasificación de la peligrosidad de los internos “verdadero y objetivo”, que permita enviarlos a recintos adecuados al riesgo que representan para otros reclusos y para el personal. La consultora determinó que en la actualidad, Gendarmería clasifica a los condenados con parámetros obsoletos -como tatuajes, lenguaje y delito cometido- y sólo cuando ingresan al sistema. Su sugerencia incluye evaluaciones periódicas del progreso del interno, de tal manera que sirvan de insumo cuando se estudie concederle beneficios.

La propuesta contempla la remodelación de las unidades antiguas y, a largo plazo, el cierre de “las actuales cárceles pequeñas y predominantemente rurales”.

La consultora es taxativa respecto de la necesidad de que Gendarmería tenga un “Manual de Operaciones”, con políticas y procedimientos estandarizados. Su informe indica que “la capacitación actual simplemente no se relaciona con los conocimientos, las habilidades y las capacidades que necesitan los agentes penitenciarios”.
INDULTOS BAJAN EL HACINAMIENTO

En sus recomendaciones para combatir el hacinamiento en las cárceles, Altegrity argumentó que muchos de los delitos cometidos por los presos podrían ser sancionados con penas alternativas. Los expertos sugirieron realizar “un examen detallado de la población penal, los delitos, las sentencias y las condiciones de confinamiento” para reformar el proceso de condenas en el sistema judicial, a objeto de que pueda “contemplar sanciones que estén más acordes al delito”.

A pesar de que el argumento de Altegrity colisionaba con el eslogan de cerrar “la puerta giratoria”, el Ministerio de Justicia acogió sus recomendaciones y en junio de 2012 puso en marcha tres iniciativas que descongestionaron las cárceles: un indulto general, una ley que promueve penas alternativas para las condenas de prisión más cortas y la simplificación del proceso para conceder la libertad condicional.
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El gobierno dio luz verde a un “indulto conmutativo” que benefició a internos de baja peligrosidad que cumplían ciertas características: mujeres que hubiesen completado dos tercios de su pena y condenados que ya gozaban de salida controlada o estaban en reclusión nocturna. Altegrity propuso sumar al beneficio a internos extranjeros, expulsándolos a sus países.

“Tomamos esa recomendación e incorporamos, dentro de la tramitación de la conmutación de penas, la expulsión de extranjeros”, señaló a CIPER la ministra Pérez. La autoridad explicó que estos presos tienen “menos posibilidades de cumplir penas en libertad y se les da más encarcelamiento”, pues no tienen arraigo ni “un medio familiar que les dé apoyo”.

El indulto beneficiará finalmente a 6.616 condenados, entre ellos 1.066 extranjeros. Esto convirtió al gobierno de Piñera en el que más ha indultado en las últimas dos décadas. Aunque bajo las administraciones de Patricio Aylwin y Ricardo Lagos se otorgaron indultos generales, el número de excarcelaciones que generaron fue menor. En el gobierno de Lagos el indulto general rebajó la pena a 27 mil condenados, pero la mayor parte de ellos ya gozaba de libertad y sólo 1.574 internos abandonaron efectivamente la prisión. En el de Aylwin, el indulto general benefició con un rebaja de dos años a casi 3 mil personas, lo que significó que 1.340 quedaran libres.

Un reportaje publicado por CIPER en 2010 indicó que en las administraciones de la Concertación fue Eduardo Frei el que otorgó más indultos particulares, con 343 casos. Le siguen Ricardo Lagos (244), Patricio Aylwin (227) y Michelle Bachelet (a julio de 2009 anotaba 61).

La web de gestión de cumplimiento del gobierno indica que “a mayo de 2013 han sido beneficiados (con el indulto) un total de 2.902 connacionales y 772 extranjeros”. En total, 3.674 internos menos.

La modificación a la ley de penas sustitutivas fue otra iniciativa que bajó el hacinamiento, concordante con las propuestas de Altegrity. La consultora aconsejó moderar la aplicación de penas de encierro de corta duración, porque tienen un alto efecto de “contaminación criminógena”.

-El ministerio acogió esta recomendación y la abordó a través de la ley que establece la prestación de servicios a la comunidad, como una alternativa para las penas de cárcel de hasta 360 días -explicó la ministra Pérez.

La tercera medida que impactó en la sobrepoblación fue la reforma a la libertad condicional. La fiscal Mónica Maldonado señaló a CIPER que esto “eliminó la figura del seremi de Justicia en la decisión de otorgar la libertad condicional, porque hacía muy lento el proceso. Ahora es más rápido, ya que la decisión la toman comisiones de funcionarios de las cortes de apelaciones”.

El cambio fue radical. “El primer semestre de 2012, cuando aún participaba el seremi, salieron 767 personas con libertad condicional. Luego de la reforma, en el segundo semestre de ese año, salieron 1.499. En total, 2.276 personas en un año”, informó la fiscal Maldonado.

Las 3.674 personas ya indultadas y las 2.276 que obtuvieron libertad condicional en 2012 desocuparon 5.950 plazas del sistema. Estos números son los que explican la drástica disminución del hacinamiento entre 2011 y 2012: de 42,3% a 23%, según precisó el informe de la fiscal Maldonado en la cuenta pública del Poder Judicial de este año.

En algunos penales emblemáticos el impacto fue alto: Colina II redujo su sobrepoblación de 64,8% a 57% y en la ex Penitenciaría cayó de 140% a 117%.

EL PLAN MAESTRO

Más allá de los avances destacables en el índice de hacinamiento, Altegrity enfatizó que la solución a la crisis del sistema no se alcanzará sólo con una rebaja de la sobrepoblación. La consultora propuso una reingeniería completa que quedó plasmada en un “plan maestro” que considera tres ejes: cambios en infraestructura, estandarizar las operaciones de Gendarmería y actualizar la formación y capacitación de los funcionarios.

En su informe final, Altegriy propuso 108 políticas penitenciarias basadas en estándares de la Asociación Estadounidense de Correccionales. Estas políticas pretenden modernizar y estandarizar a nivel nacional las prácticas de los 12 mil funcionarios de Gendarmería, dotación que aumentará a 16 mil en 2016.

Entre las nuevas políticas sugeridas por la consultora se cuentan las de Clasificación de internos; Desarrollo, revisión, reseña y difusión de políticas; Preparación e implementación de presupuesto; Registro e historial del interno; Mantención de la planta física; Proceso disciplinario del interno; Políticas médicas y dentales; Admisiones de internos y procesamiento en el centro de recepción; Programas de trabajo para internos y Programa de preparación para la puesta en libertad.
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La consultora sugirió que Gendarmería incorpore las nuevas políticas en un “Manual de Operaciones”, que será un archivo único destinado a homogenizar las prácticas en todo el país, pues la asesoría constató que muchos procedimientos se adoptan de manera local, según el criterio de la autoridad de cada penal. Así, por ejemplo, se detectó que las razones por las cuales un interno era castigado en celda de aislamiento diferían de una unidad a otra. Eso significó que del total de sanciones aplicadas a internos en 2012, un 70% correspondía a este castigo, que se supone debe usarse sólo en caso extremo. En línea con la proposición de Altegrity, este año la ministra Pérez impartió instrucciones para estandarizar el procedimiento:

-Los resultados han sido muy buenos. De hecho, el último reporte que me llegó está demostrando un descenso importante del uso de la celda de aislamiento, ya que ha habido una diversificación de las sanciones que se aplican a los presos.

Las nuevas políticas contienen prácticas muy diferentes a las que aplica actualmente Gendarmería. Por ejemplo, consideran cinco “conteo de internos” por día, contra los dos que se hacen hoy. Además, la consultora establece parámetros rigurosos para el conteo:

“Cuando se realiza un conteo se asevera que el interno se encuentra en su espacio asignado (no donde él desee estar); confirmamos que es el individuo que corresponde; afirmamos que se encuentra sano y vivo (en las cárceles se hace un conteo de los internos sintiendo su respiración y viendo su piel); afirmamos que el personal está inspeccionando la unidad y que las áreas donde los internos viven se encuentran en buen estado y sin actividades inapropiadas; le decimos a los internos que se encuentran en un lugar seguro y que no solo estamos acá para observarlos, sino también para protegerlos”.

El mayor número de conteos, afirmó Altegrity, “fuerzan a que el personal entre a las áreas donde los internos permanecen, realizando inspecciones cruciales en seguridad y así dar fe del buen estado de los internos (…). Esto ayuda a que mantengan menos pertenencias que puedan ser potencialmente utilizadas como camuflajes para escapar, ocultar objetos o sustancias prohibidas y que fuercen a otros internos a realizar actividades ilícitas y a evitar condiciones inseguras que puedan causar un incendio”.

El presidente de la Asociación de Oficiales Penitenciarios, José Maldonado, dice que “esos cinco conteos diarios que propone Altegrity no son novedad. Nosotros veníamos aplicando tres o cuatro conteos diarios desde la década del ‘80 hasta los primeros años del siglo XXI. Pero en ese tiempo teníamos un sistema de infraestructura ideal y la relación entre el número de gendarmes y reclusos era cercana al estándar, que es de 1 a 3. Pero con la sobrepoblación que tenemos hoy, ¿de qué forma vamos a implementar cinco conteos en recintos como la ex Penitenciaría, donde hay más de 5.500 reclusos en celdas colectivas?”.

Maldonado critica con vehemencia las propuestas de Altegrity. A su juicio, la asesoría no fue más que un “gastadero”, porque asegura que no es cierto que su institución no funcione con normas estandarizadas:

-Existen las normas, siempre han existido, pero se encuentran dispersas, no están en un documento único. Ellos pretendían que Gendarmería les pasara un Manual de Operaciones, como el que utilizan en Estados Unidos, para revisarlo y corregirlo. Pero nosotros tenemos una cultura de norma específica: reglamentos, circulares o disposiciones legales.

LO QUE YA ESTÁ EN MARCHA

Al margen de las críticas de los funcionarios, la ministra Patricia Pérez terminó de recibir las propuestas de Altegrity en mayo pasado, y ante el fracaso del proyecto inicial que consideraba trabajar con cuatro nuevos penales, le dio urgencia a la tarea de aplicar las reformas en otras cuatro cárceles. La ministra informó a CIPER que las unidades seleccionadas para esta experiencia piloto son el Centro Penitenciario Femenino, la Cárcel de Talagante, Colina 1 y Puente Alto.

En ellas se probarán y evaluaran seis políticas de alto impacto: Uso racional de sanciones; Registro y comunicación de eventos; Comunicación de derechos; Uso de la fuerza; Registro y allanamiento y Visitas a la población penal.  Esta marcha blanca tiene por objeto evaluar esas políticas y adaptarlas a las necesidades locales, además de perfeccionar el entrenamiento del personal antes de implementar por completo el plan maestro en el resto de los penales del país.

Una de las propuestas de Altegraty más gravitante y que el ministerio ya puso en movimiento es la adopción de un moderno sistema de clasificación de los internos. Se aplicará de forma continua durante el período de encarcelamiento del recluso, como recomendó Altegrity, y no solo al ingreso.

-Estamos validando un instrumento de clasificación, basado en buenas prácticas, correspondiente a un modelo canadiense. Este instrumento clasifica factores de riesgo y factores protectores respecto de la persona, dejando a un lado parámetros como si un interno posee o no tatuajes o si utiliza un lenguaje vulgar -explicó la ministra.

El nuevo sistema de clasificación está siendo evaluado en personas que cumplen “penas sustitutivas”, es decir, en libertad. Luego se aplicará a los internos. “Basta con validarlo en el medio libre para después implementarlo en el medio cerrado. No requiere de ninguna disposición legal”, indicó la ministra Pérez. Una vez que el sistema de clasificación esté en uso, su aplicación irá de la mano con un proceso de reordenamiento de todos los penales según sus distintos niveles de seguridad: bajo, medio y alto.

La secretaria de Estado señaló además, que el ministerio junto a Gendarmería está trabajando en la elaboración del Manual de Operaciones, como lo sugirió Altegrity: “La idea es crear un manual que cada funcionario pueda observar de manera sencilla y que sea un documento que contenga lo esencial para el trabajo diario, portátil”. 
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La ministra cuenta que su cartera revisa con Gendarmería los avances de estas reformas mes a mes: “Ya tenemos las plazas reales con las que cuenta cada cárcel. Tenemos claridad respecto a infraestructura. ¿Qué nos falta? Que Gendarmería nos entregue la información de las dotaciones óptimas que requiere por unidad. Y ya estamos preparando un documento que vamos a entregar a la próxima administración con todo sintetizado en acciones concretas”.

El entusiasmo de Patricia Pérez contrasta con el escepticismo del presidente de la Asociación de Oficiales Penitenciarios, José Maldonado. El dirigente ha visto pasar muchos ministros y dice que bajo una nueva administración es probable que las propuestas terminen archivadas. Para graficarlo, Maldonado cuenta que ya en este gobierno los bonos de Altegrity fluctuaron entre el estrellato y el sótano, sin escalas, de acuerdo al ánimo de los tres ministros de Justicia que ha designado hasta ahora el Presidente Piñera:

-Bulnes le dio mucho énfasis. Pero cuando asumió Teodoro Ribera, Altegrity dejó de tener las puertas abiertas en Gendarmería y el ministerio no le dio tanta importancia. Ribera señaló, en una oportunidad, que no estaba de acuerdo con lo que proponían, que lo encontraba alejado de nuestra realidad, pero que iba a darle continuidad al contrato. Y cuando lo sucedió Patricia Pérez, nuevamente le dio énfasis. En resumen, dependía del ministro de turno.



Reforma al sistema penitenciario III

El plan para modernizar la Escuela de Gendarmería que el ex ministro Ribera desechó

Por: Gabriel Álvarez y Pedro Ramírez en Reportajes de investigación Publicado: 03.09.2013 
http://ciperchile.cl/2013/09/03/el-plan-para-modernizar-la-escuela-de-gendarmeria-que-el-ex-ministro-teodoro-ribera-desecho/
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La consultora Altegrity concluyó que los cursos de la Escuela de Gendarmería son muy largos y con contenidos insuficientes, por lo que sus egresados no salen capacitados para el trabajo en prisiones. Propuso acortar la formación y centrarla en manuales prácticos. El ex ministro Ribera dispuso una reforma en sentido contrario: homologar la escuela a un instituto profesional. Se la encargó a Luis Eugenio Díaz, el ex presidente de la Comisión Nacional de Acreditación procesado por soborno. Ribera es socio de la Universidad Autónoma y del Instituto Incacea, y por sus nexos con Díaz renunció al ministerio.

Las conclusiones de la consultora estadounidense Altegrity Risk International sobre la formación que entrega Gendarmería a sus aspirantes a oficiales y suboficiales son tan duras como elocuentes: “El plan de estudios de la Escuela se concentra en estadísticas, sociología y otros programas que tienen poca o ninguna aplicación práctica en el entorno en el que el personal está a punto de ingresar (…). Esto genera que exista una gran desconexión del conocimiento y las habilidades que entrega la Escuela con respecto a lo que se requiere realmente para prestar servicio como un agente penitenciario dentro de una cárcel”. En síntesis, la enseñanza que se imparte a los gendarmes, según la evaluación de Altegrity, solo admite un calificativo: inútil.

El Ministerio de Justicia le pagó a Altegrity US$3,8 millones (unos $1.800 millones) por elaborar un diagnóstico del sistema penitenciario, rediseñar la infraestructura carcelaria y reformular los sistemas operativos de Gendarmería. Dentro de ese ambicioso plan, se incluyó un ítem especial para que la consultora reelaborara los programas formativos de los gendarmes en concordancia con los parámetros de enseñanza que se aplican en los países con las mejores prácticas penitenciarias. Por ese objetivo específico, el Fisco desembolsó US$700 mil (cerca de $350 millones).
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La asesoría se inició en noviembre de 2010 y terminó en mayo de este año. Pero el informe de Altegrity sobre los planes de enseñanza de la Academia Superior de Estudios Penitenciarios y la Escuela de Formación Penitenciaría -donde se forman los oficiales y los gendarmes, respectivamente-, estuvo listo en octubre de 2011. La consultora lo entregó al entonces ministro de Justicia Teodoro Ribera, quien, tras recibir el contundente y lapidario documento, puso en marcha una reforma a la malla curricular. Pero Ribera no tomó en cuenta las sugerencias de Altegrity y, por el contrario, dispuso modificaciones a contrapelo de la propuesta de los especialistas estadounidenses.

Mientras la consultora aconsejó reducir la duración de los cursos y enfocarlos exclusivamente en aspectos prácticos, como se hace en la mayoría de los países con sistemas correccionales de primer nivel, Ribera optó por una reforma curricular que homologaría la escuela a un instituto de educación superior, con asignaturas extensas y de corte más académico, para obtener posteriormente el reconocimiento del Ministerio de Educación y la acreditación de sus planes de estudio. La decisión del ministro sintonizó con una antigua aspiración del mando de Gendarmería: igualar su academia a las escuelas de las Fuerzas Armadas, Carabineros y PDI. Para conseguir ese objetivo, Ribera contrató los servicios del ex presidente de la Comisión Nacional de Acreditación (CNA), Luis Eugenio Díaz. Una decisión que, a la postre, le acarrearía un alto costo político. El vínculo entre Díaz y Ribera terminó gatillando la renuncia del ministro en diciembre de 2012.

Luis Eugenio Díaz actualmente está procesado por soborno, cohecho y lavado de activos. Se le acusa de haber utilizado sus cargos e influencia en la CNA para “vender” acreditaciones a universidades e institutos profesionales. Teodoro Ribera es uno de los controladores de la Universidad Autónoma y socio del Instituto Profesional Incacea, entidades que debían ser acreditadas por Díaz en la CNA. Lo que sepultó la carrera ministerial de Ribera fue que el proceso de acreditación de Incacea se desarrolló cuando Díaz estaba asesorando a Gendarmería.

PLAN DE ESTUDIOS INSUFICIENTE

En 2011, durante cinco meses un equipo de especialistas de Altegrity visitó la academia y la Escuela de Gendarmería, entrevistó a sus directivos y profesores, y observó en terreno la formación que imparten. “Todos los entrevistados concuerdan en que el plan de estudios actual es insuficiente para preparar a los estudiantes a asumir sus obligaciones dentro del sistema penitenciario”, fue una de sus elocuentes conclusiones. Otra: “Al examinar el plan de estudios, éste parece estar fuertemente concentrado hacia las asignaturas teóricas junto a una gran cantidad de ejercicios de formación y obligaciones ceremoniales innecesarias; existe muy poco de instrucción práctica; los planes para las clases son caóticos e inconsistentes y casi no hay innovaciones aparte del dictado de clases tradicional y las presentaciones de PowerPoint”.
Altegrity fue contratada en 2010 por “trato directo”, sin licitación, por el entonces ministro de Justicia Felipe Bulnes. En el primero de los dos contratos que se suscribieron con la consultora, se justificó el trato directo argumentando que “no existen otros proveedores que cumplan con los requerimientos de conocimiento especializado y experiencia de la compañía seleccionada (…). Se trata de un proveedor que cuenta con una reconocida experiencia internacional en todos los aspectos de la administración penitenciaria (…). Cuenta con un equipo altamente calificado, integrado por profesionales que tienen alrededor de 35 años de experiencia en el diseño y construcción  de cárceles (…). Además, ha realizado una gran cantidad de auditorías a instalaciones penitenciarias de América del Norte, América Central, América del Sur, África, Europa y El Caribe”.
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Resulta extraño que el sucesor de Bulnes, Teodoro Ribera, haya desestimado las propuestas de una consultora que el ministerio consideró como única en el mundo y que, finalmente, entregara la sensible tarea de modernizar la formación del personal de prisiones a Luis Eugenio Díaz, sin experiencia en el área penitenciaria.

La actual ministra de Justicia, Patricia Pérez -quien fue subsecretaria de Bulnes y Ribera- explica por qué el ex jefe de la cartera desatendió las sugerencias de la consultora:

-(En 2012) hubo un cambio en la malla curricular, pero no tomó en un ciento por ciento las recomendaciones de Altegrity (…). El ministro Ribera planteó que se tomaran los insumos de Altegrity y que se rediseñara la malla curricular para que también incorporara una visión que tenga una similitud con otras instituciones, como Carabineros y la PDI. Es decir, que tenga un enfoque más vinculado a la formación que tienen instituciones similares en nuestra realidad cultural.

Al comparar el plan de la consultora y la reforma que finalmente se efectuó, resulta difícil encontrar puntos que indiquen, como lo señala la ministra Pérez, que se tomaron “los insumos de Altegrity” para efectuar las modificaciones. Por el contrario, las diferencias entre ambas propuestas son profundas. De hecho, la consultora señala en su informe que los esfuerzos por modernizar la escuela han sido obstaculizados “por intentos de mantener el actual plan de estudios y su duración, con el fin de implementar un modelo académico y no un sistema que apoye la misión de Gendarmería de administrar y operar de manera segura un centro penitenciario“.

Teodoro Ribera dejó la rectoría de la Universidad Autónoma para suceder a Felipe Bulnes en el Ministerio de Justicia en julio de 2011. Pocos meses después Ribera asumió a la cabeza del Consejo Directivo de la escuela que forma a los oficiales y gendarmes que trabajan en el sistema penitenciario. El nuevo ministro llegó a ese puesto en un momento clave: el consejo estaba impulsando el proceso de reforma y modernización de la escuela. Y el insumo más relevante -y más caro- para la toma de decisiones, era la asesoría de Altegrity que su sucesor, Felipe Bulnes, había puesto en marcha.

Fue Ribera el que recibió el diagnóstico elaborado por Altegrity (vea ese informe) que contenía tres consideraciones de vital importancia para orientar al Consejo Directivo: una evaluación de la infraestructura de la escuela, un análisis de los programas de formación y una propuesta de nueva malla curricular. Los dos primeros aspectos revelaron enormes y variadas deficiencias.

Respecto a infraestructura, el informe de Altegrity consignó que tanto las instalaciones de calle Artemio Gutiérrez, donde se forman los oficiales (ubicadas en el barrio de Avenida Matta), como las de San Bernardo, a las que asisten los aspirantes a gendarme (en el antiguo Estadio La Perla de Lo Espejo), poseen una planta física “limitada y no propicia para tener un conjunto completo de programas de capacitación que podrían incluir áreas de ejercicios prácticos. A los establecimientos les falta una cárcel simulada u otra área de capacitación para ejercicios prácticos, que podría facilitar la capacitación fuera de las aulas”.

La consultora también cuestionó “el actual sistema de dos centros de formación separados”, argumentando que es “contraproducente para producir personal bien capacitado y calificado que esté listo para asumir las funciones correccionales. La actual situación hace que se desperdicien los recursos, es ineficiente y crea una separación poco natural entre oficiales y suboficiales”. Altegrity recomendó que los dos centros se consolidaran en un recinto con instalaciones más amplias y eficientes, con centros de formación práctica, gimnasios y biblioteca.
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En relación a los programas de formación, la conclusión fue tan dura como contundente. Calificó el plan de estudios como “insuficiente” para capacitar tanto a oficiales como a gendarmes, por lo que estimó que sus egresados no están preparados para asumir funciones dentro del sistema penitenciario. Además, criticó el enfoque académico que se da a la formación, con asignaturas tales como estadísticas y sociología, las que calificó de desconectadas con el entrenamiento que requiere un “agente penitenciario”. A juicio de la consultora, la formación debe centrarse en el aprendizaje de manuales de políticas y procedimientos que otorguen al estudiante un conocimiento práctico de las funciones que debe desempeñar en una cárcel. Pero, para su sorpresa, detectó que Gendarmería no opera con manuales operativos de ese tipo, que estandaricen los procedimientos a nivel nacional.

Altegrity también cuestionó la extensión de los cursos (dos años para los aspirantes a oficiales y un año para los futuros gendarmes), la que consideró “innecesariamente extensa” y que, además, origina “un uso poco práctico de los recursos disponibles en comparación a los sistemas de formación correccional en otros países democráticos”. El informe sugirió seguir el ejemplo de California para el entrenamiento de los alumnos gendarmes, “que tiene uno de los programas de formación de oficiales para correccionales más grandes de América del Norte, (donde) la duración es de sólo 16 semanas (cuatro meses)”.

La conclusión fue severa: “El resultado de estos cursos, como se refleja en las deficiencias operacionales de Gendarmería de Chile, no justifica la cantidad de tiempo que se dedica hoy, ni el plan de estudios”.

Finalmente, la consultora indicó que el personal de Gendarmería “sólo tiene una formación inicial tanto en la escuela de oficiales como en la de suboficiales y una vez que ingresan a trabajar en el sistema penitenciario no se siguen actualizando o especializando”. Por lo mismo, aconsejó adoptar programas oficiales de capacitación en el trabajo y de formación continua para el personal.

LA PROPUESTA DESECHADA

Luego de exponer la imperante necesidad de hacer cambios profundos en la formación del personal de prisiones, Altegrity elaboró su propuesta. CIPER solicitó por Ley de Transparencia el documento final con las sugerencias de la consultora en esta área, pero el Ministerio de Justicia rehusó entregarla por razones de seguridad. Aún así, del conjunto de informes elaborados por Altegriti a los que si se dio acceso, se pueden establecer las líneas generales de la propuesta.

-Ellos plantearon que una dificultad importante de los programas de formación era su orientación más teórica que práctica- explica la ministra Patricia Pérez.

Para dar el salto de lo teórico a lo práctico, Altegrity recomendó “tomar pasos para integrar la completa gama de objetivos de desempeño práctico, los que harían que la formación esté en mayor sintonía con los conocimientos y habilidades requeridas por el trabajo”.
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En ese giro, el Manual de Operaciones que la misma consultora elaboró para Gendarmería (ver el segundo reportaje de esta serie) resultaba vital. La nueva enseñanza estaría concentrada en el aprendizaje y aplicación de las políticas y procedimientos estandarizados en ese manual. A diferencia de los cursos más académicos que entonces se impartían –y que se siguen dictando-, el eje de la formación sugerida por Altegrity era enseñar cómo proceder en situaciones de emergencia, allanamientos, uso de la fuerza, ingreso y egreso de internos, conteo de los reclusos, traslados, visitas, uso de celdas de aislamiento, entre otras situaciones de corte práctico.

-Además, propusieron una duración de los cursos de formación de 16 semanas en el caso de los suboficiales y de 22 semanas para los oficiales –agrega la ministra Pérez.

Esto significaba que los oficiales egresarían en seis meses y los gendarmes en apenas cuatro. De esta forma, en el mismo lapso en que hoy se forma un curso de oficiales, con la propuesta de la consultora egresarían cuatro cursos. Y en el caso de los gendarmes, saldrían tres generaciones en lo que hoy tarda en graduarse una.

Este plan de estudios acotado en tiempo y contenidos, señala el informe de Altegrity, “logrará producir un oficial correccional mejor preparado o más calificado, listo para asumir las obligaciones y responsabilidades intrínsecas de esta profesión”. Así lo avala, explica la consultora, la experiencia de los países con los mejores sistemas penitenciarios del mundo donde se aplican este tipo de planes de estudio y capacitación.

Teodoro Ribera recibió la propuesta de la consultora y la discutió con el Consejo Directivo de la Escuela de Gendarmería. En esas reuniones quedó zanjado lo que se iba a hacer con el estudio elaborado por Altegrity. En concreto, la duración de los cursos no se acortó ni se consolidó la academia y la escuela en un mismo recinto ni se implementó una formación práctica-operativa, a pesar de que el informe de Altegrity había sido enfático en estos aspectos.

La ministra Patricia Pérez explica que Ribera desechó lo esencial de la propuesta porque optó por generar una malla “que involucre lo operativo y lo académico, que genere una mezcla de ambos aspectos. En el fondo, un ajuste que pueda incorporar una mirada más práctica, incorporar elementos que no estaban presentes pero que también sea más acorde a la visión de la institución. Porque si tú tienes 80 años de historia, también es un elemento importante a considerar.  No puedes borrar esa historia de cuajo, sólo porque te lo recomienda una asesora extranjera”.

LA REFORMA DE RIBERA Y DÍAZ

En abril de 2012, seis meses después de que Altegrity entregara su informe, comenzaron a concretarse los cambios en la malla curricular de la Escuela de Gendarmería. Los puso en marcha el entonces ministro Teodoro Ribera.

-No podemos restringir la formación de nuestros estudiantes a semanas. Todo lo contrario, siempre hemos aspirado a aumentar la formación de los oficiales a tres años. Lo ideal sería, incluso, tener cuatro años. Y nos gustaría que la formación de los gendarmes durara dos años, por lo menos, en vez de los dos semestres de la actualidad, de tal manera que la formación de los educandos sea más integral -argumenta el jefe de gabinete del director nacional de Gendarmería, coronel Christian Alveal.

Las innovaciones que se aplicaron en 2012 fueron propuestas por el entonces integrante de la Comisión Nacional de Acreditación (CNA) de la Educación Superior, Luis Eugenio Díaz. Corresponden a un nuevo plan de estudios, una redefinición de la organización interna y un perfeccionamiento del reglamento de evaluación. Díaz le dio sustento teórico a los cambios que coordinó el Consejo Directivo liderado por Ribera.

-El objetivo era tener las condiciones básicas para lograr el reconocimiento de la Escuela de Gendarmería como un centro de formación técnica o como un instituto profesional frente al Ministerio de Educación. Y luego la acreditación ante la CNA -indica el coronel Alveal.

Para Altegrity, lograr el reconocimiento y acreditación de la Escuela de Gendarmería era claramente un objetivo secundario: “Esto debería ser una segunda prioridad para el Ministerio de Justicia y no el foco en un rediseño de la malla curricular. El foco principal debería ser la formación y desarrollo de personal para que se incorpore de forma inmediata a ambientes correccionales”.

Luis Eugenio Díaz aterrizó en la Escuela de Gendarmería en noviembre de 2011, un mes después de que Altegrity entregó su informe final. Varios funcionarios de la Escuela cuentan que se instaló en las dependencias de Artemio Gutiérrez, sede central de la entidad, donde desarrolló sus funciones hasta abril de 2012, cuando terminó de entregar sus informes, los que aparecen publicados en la web de Gendarmería (vea el “Informe preliminar” de estos documentos).

-A Díaz se le pidió una propuesta de malla más específica. Es decir, su labor se basó en tomar el insumo de Altegrity y las experiencias de Carabineros, de Investigaciones y de otros países, y plasmarlos dentro del plan de estudios o de cursos específicos. Pero también se le solicitó un sistema de evaluación docente, un sistema de evaluación de los alumnos, un sistema de selección de los alumnos, entre otros elementos- precisa la ministra Pérez.
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Los servicios de Díaz al Ministerio de Justicia se dividieron en dos contratos. El primero fue suscrito en noviembre de 2011, apenas un mes después de que Altegrity concluyó su informe, y le reportó $3,3 millones. En el escaso plazo de una semana, Díaz debía “realizar un diagnostico del estado actual de la Escuela de Gendarmes, así como un plan de reestructuración de la misma”. El encargo incluía proponer “pautas de selección de postulantes, confeccionar nuevos planes y programas de estudio respecto de la formación de oficiales y gendarmes”.

En enero de 2012 se firmó el segundo contrato, por $6 millones, que le encomendó a Díaz realizar el “rediseño del perfil de egreso de funcionarios uniformados de Gendarmería. Actualización de la malla curricular de la Escuela de Gendarmería. Proponer asignaturas conforme a la actualización de la malla curricular” (vea el reportaje de CIPER “Las pruebas que confirman la venta de acreditaciones a universidades privadas”).

En total, Díaz percibió $9,3 millones y concluyó su trabajo en abril de 2012, según consigna la web de Transparencia del Ministerio de Justicia. Dos años antes había participado en la acreditación de la Universidad Autónoma, de la cual Ribera era rector y miembro de su grupo controlador. Ya entonces Díaz mantenía un vínculo cercano con Ribera. En el proceso que la justicia sigue ahora contra Díaz figura un correo electrónico en el que pidió a Ribera que recibiera en la carrera de kinesiología de su universidad a un sobrino-nieto: “Abusando de tu generosidad, ¿podrían beneficiarlo con alguna beca?, pues mi sobrina no tiene muy buena condición y tiene a otra hija estudiando en Santiago”.

Luis Eugenio Díaz no partió de cero la labor que le encomendó Ribera en la Escuela de Gendarmería. Su trabajo dio continuidad al que ya venían realizando los académicos Sergio Prince y Miguel Lecaros. El primero llegó a la escuela a inicios de 2011, con el cargo de secretario general académico, y su principal ocupación fue generar un plan de reconocimiento de la escuela ante el Ministerio de Educación. Un funcionario que participó en ese proceso señala que “antes de irse, en noviembre de 2011, Prince le entregó a Díaz algunos informes elaborados por él”.

Miguel Lecaros llegó como asesor a mediados de 2011 para elaborar un plan de acreditación dentro del programa que estaba desarrollando Prince. Lecaros se desempeñaba de manera paralela como decano de la Escuela de Aviación de la FACH, donde había trabajado en el proceso de acreditación de esa entidad. La web de Transparencia de Gendarmería consigna que percibió un honorario mensual de $1,6 millón entre julio de 2011 y enero de 2012. La Unidad de Comunicaciones de Gendarmería informó que en 2012 asumió como subdirector académico, por lo que su remuneración mensual ascendió a $3,3 millones hasta diciembre pasado, cuando se desvinculó de la Escuela de Gendarmería.

De acuerdo con la información proporcionada por Gendarmería, durante 2012 la labor del equipo de Lecaros -que desarrolló la implementación práctica de la nueva malla curricular- fue financiada dentro del ítem presupuestario “profesionales con contrato a honorarios por 44 horas”, apartado que significó un desembolso global de $94 millones en el año (vea el documento “Gastos en personal profesional y docente a honorarios 2012”).

CIPER consultó al coronel Christian Alveal qué ocurrió finalmente con el proceso de reconocimiento y acreditación de la Escuela de Gendarmería, que fue el objetivo que Ribera consideró para homologar la malla curricular a las instituciones de las Fuerzas Armadas, desestimando así la millonaria asesoría de Altegrity:

-Si me pregunta qué se ha hecho en concreto para que la Escuela de Gendarmería esté reconocida como un instituto de formación técnico superior, de eso, puntualmente, no se ha logrado nada. Lo que no quiere decir que no estemos trabajando para lograr ese objetivo.

El perfil de los estudiantes

Este año ingresaron a la Escuela de Gendarmería un total de 1.178 estudiantes. De ellos, 138 son aspirantes a oficiales y 1.040 son gendarmes alumnos. Al egresar, se sumarán al personal de la institución, que actualmente está compuesto por 12 mil funcionarios, dotación que en 2016 llegará a 16 mil, y que atiende a una población penal cercana a los 50 mil internos.

La Unidad de Comunicaciones de Gendarmería informó que de los 1.040 futuros gendarmes, el 25% proviene de la Región del Maule, un 29% del Bío Bío, un 21% es de La Araucanía y un 8,3% de la Región Metropolitana. De los 308 aspirantes a oficiales, el 79% proviene de la Región Metropolitana. En cuanto al nivel de estudios que poseen los estudiantes que ingresaron este año, el 70% de los gendarmes alumnos finalizó la enseñanza secundaria y el resto cursó hasta segundo o tercero medio. Todos los aspirantes a oficiales completaron la enseñanza media.

Respecto de los ingresos a los que tendrán acceso una vez que egresen, los gendarmes alumnos ocuparán el grado 26 de la escala, con un sueldo mensual cercano a los $420 mil. Los aspirantes a oficiales ingresarán al sistema como subtenientes, rango equivalente al grado 16, obteniendo una remuneración aproximada de $690 mil.



